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ALEGATOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LA 
OMISIÓN DE ANÁLISIS DE LOS QUE PLANTEAN LA INDEBIDA 
FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD 
DEMANDADA, ES UN VICIO FORMAL QUE JUSTIFICA LA CONCESIÓN DEL 
AMPARO, AL AFECTAR LAS DEFENSAS DEL QUEJOSO Y TRASCENDER AL 
RESULTADO DEL FALLO.-La obligación del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa de analizar los alegatos en el juicio contencioso administrativo que 
plantean la indebida fundamentación de la competencia de la autoridad 
demandada, encuentra sustento expreso en el artículo 47 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, por lo que debe realizarse aunque 
esos planteamientos no estén dirigidos a demostrar que las pruebas desahogadas 
confirman un mejor derecho del actor que las de la contraparte, atento a que 
conforme al IV.2o.A.3 A (10a.)tercer párrafo del artículo 51 de la referida ley, el 
estudio de la competencia es un presupuesto procesal de orden público y de 
examen oficioso, máxime cuando lo proponga el actor. Por tanto, la omisión de la 
Sala Fiscal de pronunciarse sobre el tópico mencionado es un vicio formal que 
justifica la concesión del amparo, al afectar las defensas del quejoso y trascender 
al resultado del fallo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
CUARTO CIRCUITO. 

IV.2o. A.3 A (10a.) 

Amparo directo 204/2011. T-Bay Golf, S.A. de C.V. 1o. de diciembre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos Benítez. 
Secretaria: María del Socorro Zapata Barrera. 

 

AMPARO DIRECTO CONTRA NORMAS GENERALES. LA EXCEPCIÓN A LA 
REGLA GENERAL PARA SU IMPUGNACIÓN, CONSISTENTE EN LA 
EXISTENCIA DE UN ACTO DE APLICACIÓN CONCRETO DE LA DISPOSICIÓN 
NORMATIVA QUE SE TILDA DE INCONSTITUCIONAL, SE ACTUALIZA 
CUANDO EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN SE ADUCE LA 
CONTRAVENCIÓN AL PRINCIPIO DE IGUALDAD O EQUIDAD TRIBUTARIA.-
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 166, fracción IV, párrafo segundo, 
de la Ley de Amparo y en la jurisprudencia de la Suprema Corte, la regla general 
para la impugnación en amparo directo de disposiciones normativas generales 
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requiere de un acto de aplicación concreto. Sin embargo, la excepción a dicha 
regla general se actualiza cuando en los conceptos de violación se alega la 
transgresión al principio de igualdad o equidad tributaria por parte de una 
disposición normativa que no se aplicó y que se estima otorga un trato preferencial 
que no se tiene. Ello es así, pues ese solo hecho -supuesta desigualdad- es 
suficiente para que se proceda al análisis constitucional de la disposición que se 
impugna, en razón de que ese hipotético trato preferencial o benéfico concedido a 
un determinado grupo de sujetos excluyendo a otro, por sí mismo es susceptible 
de causar perjuicio a todo el universo de sujetos que no puedan ser beneficiarios 
de aquél, lo que implica, por una parte, que ostentan interés jurídico para 
combatirlo y, por otra, que en atención al trato benéfico que se reclama, es 
jurídicamente factible hacer valer la violación a los referidos principios (parámetro 
de medición para evidenciar posibles tratos desiguales), pues se impugna 
precisamente ese trato dispensado, el cual no se aplica a todos los destinatarios 
de la norma ni, por ende, se tiene acceso al mismo, dados los términos de la 
configuración personal de quien invoca dicho tratamiento preferencial, aduciendo 
su exclusión, toda vez que el análisis que sobre el particular se efectúe resulta 
ineludible para el juzgador constitucional, a fin de determinar que el diseño de la 
disposición normativa que otorga ese trato no sea el motivo para insertar una 
desigualdad que no se encuentre debida, objetiva y razonablemente justificada. En 
consecuencia, cuando se alega la violación a los principios de mérito, no es 
necesario que se aplique el precepto legal que se impugna de inconstitucional 
para que sea posible combatirlo, dado que la causa de pedir del argumento 
propuesto en el concepto de violación conlleva a que deba analizarse si el trato 
desigual que se alega se encuentra justificado o no   -claro, una vez propuesto el 
término de comparación correspondiente y la argumentación debida-, ya que de 
otra forma, se impondría al quejoso la carga de acreditar que previamente al 
ejercicio de la acción constitucional de amparo debe situarse en el supuesto que 
combate, cuando el punto a debate es justamente porque no se le aplica ni se le 
incluye en éste. De este modo, al surtirse la excepción a la regla general señalada, 
se releva al quejoso del acreditamiento del acto de aplicación concreto de la 
disposición normativa impugnada, pues lo que se pretende con su motivo de 
disenso es que se le otorgue el trato que aduce no tener y, de exigírsele el acto de 
aplicación o que se ubique en sus hipótesis normativas, se le impediría poner en 
tela de juicio la justificación o no de ese beneficio. Así, en caso de estimarse 
fundado el concepto de violación por el cual se hace valer la transgresión a los 
citados principios, el efecto de la sentencia concesoria que se llegara a dictar, 
consistiría en hacer extensivo al impetrante el beneficio previsto en el precepto 
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declarado inconstitucional, ya que sólo así se le restituiría en el pleno goce del 
derecho fundamental violado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 de 
la Ley de Amparo. De sostener el criterio contrario al señalado y exigir un acto de 
aplicación concreto o que el quejoso se ubique hipotéticamente en el supuesto 
normativo que combate, implicaría una falacia argumentativa, dado que constituye 
una petición de principio, en virtud de que inexcusablemente lo que impugna el 
quejoso es la no aplicación del precepto combatido y exigir cualquiera de los 
requisitos invocados implicaría responder a priori el planteamiento formulado en el 
sentido de que no le es aplicable o que no es posible su aplicación al no situarse 
en sus hipótesis normativas, lo cual ineludiblemente revela una circularidad 
argumentativa. 

1a. XLVI/2012 (10a.) 

Amparo directo en revisión 2535/2011. Gloria Reynoso Rosales. 8 de 
febrero de 2012. Mayoría de tres votos. Disidentes: Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.  

 

AMPARO DIRECTO. EN EL JUICIO RELATIVO PUEDEN EXAMINARSE 
ASPECTOS QUE PREVIAMENTE FUERON OBJETO DE ANÁLISIS EN UN 
RECURSO DE REVISIÓN FISCAL.- De la tesis del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación P. I/2002, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XV, febrero de 2002, página 7, de 
rubro: "AMPARO DIRECTO CONTRA LEYES. ES PROCEDENTE CUANDO SE 
CONTROVIERTE UNA SENTENCIA EMITIDA POR UNA SALA DEL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA EN CUMPLIMIENTO DE 
LO RESUELTO EN UN RECURSO DE REVISIÓN FISCAL, SI SE PLANTEA LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE LAS NORMAS APLICADAS EN AQUÉLLA O EN 
EL ACTO ADMINISTRATIVO DE ORIGEN.", y de la naturaleza jurídica de la 
revisión fiscal como un recurso ordinario de procedencia excepcional y de mera 
legalidad perteneciente al juicio contencioso administrativo federal, se advierte que 
en el juicio de amparo directo pueden examinarse aspectos que previamente 
fueron objeto de análisis en aquél, sin que éstos puedan oponerse como decisión 
inmutable frente al amparo, pues la perspectiva jurisdiccional que tienen los 
Tribunales Colegiados de Circuito en ambos casos es diferente. Así, en la revisión 
fiscal las resoluciones no se ocupan del análisis íntegro de la litis, sino sólo de los 
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temas que son su materia, conforme al artículo 63 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, además, depende de que el recurso 
sea procedente y de la eficacia de los argumentos de la autoridad recurrente, 
cuyos planteamientos temáticos se examinarán por el tribunal mediante un 
riguroso análisis; en cambio, cuando se analiza un caso en amparo directo, el 
examen relativo se efectúa con la amplitud propia de la jurisdicción constitucional, 
la que es plena, e incluso con la posibilidad de suplir la deficiencia de la queja. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 

II.3o.A.9 A (10a.) 

Amparo directo 256/2011. Martha Elba García Rodríguez. 6 de octubre de 
2011. Mayoría de votos. Disidente y Ponente: Salvador González 
Baltierra. Secretario: Errol Obed Ordóñez Camacho. 

 

AMPARO DIRECTO. PROCEDE POR EXCEPCIÓN, EL PROMOVIDO POR LA 
AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 
CUANDO EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN RECLAMA LA FALTA DE 
ANÁLISIS DE LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA QUE HIZO VALER, 
CONSISTENTE EN NO TENER TAL CARÁCTER.-Aun cuando la autoridad 
demandada en el juicio contencioso administrativo, normalmente no tiene derecho 
a promover amparo, se actualiza un caso de excepción, cuando en los conceptos 
de violación reclama la falta de análisis de la causa de improcedencia que hizo 
valer en aquel juicio, consistente en que no cuenta con tal carácter (de autoridad 
demandada). Por tanto, en atención a lo que la lógica denomina "petición de 
principio", procede el amparo directo cuando la calidad de demandada en el juicio 
de origen es lo que constituye el punto de debate, ya que, de considerarse 
improcedente el juicio de garantías en esa hipótesis, se dejaría inaudita a dicha 
parte, por falta de análisis del acto que impugna. Lo anterior se refuerza con la 
particularidad consistente en que la prestación a que fue condenada también es 
objeto de un juicio laboral seguido en su contra, vinculada con un riesgo de 
trabajo. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
TERCER CIRCUITO. 

III.3o.A.3 A (10a.) 

Amparo directo 332/2011. Unidad Hospitalaria Nuevo Hospital Civil de 
Guadalajara. 8 de diciembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: 
Hugo Gómez Ávila. Secretario: Aurelio Méndez Echeagaray. 

 

CESIÓN DE DERECHOS EN MATERIA MERCANTIL. SU NOTIFICACIÓN AL 
DEUDOR MEDIANTE NOTARIO PÚBLICO CUMPLE CON EL PROPÓSITO 
INTRÍNSECO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 390 DEL CÓDIGO DE COMERCIO.-
Conforme al artículo 390 del Código de Comercio, la cesión de derechos que se 
realice en materia mercantil producirá efectos, únicamente en lo que al deudor 
atañe, a partir de que se le notifique la misma; de forma tal que el requisito de la 
notificación de la cesión es, en sí, un elemento imperfecto de publicidad del acto 
jurídico, en favor de un tercero -el deudor-, pues la falta de dicha notificación no 
significa que la cesión sea inválida o antijurídica, sino que en todo caso no podrá 
ser oponible al deudor ante su desconocimiento, quien en ese supuesto aún 
tendría la obligación de pago en favor del acreedor originario del crédito, de tal 
suerte que la aludida notificación tiene como finalidad sustancial que se haga del 
conocimiento del obligado que a partir de la fecha de notificación ya no tendrá el 
compromiso de pago con el acreedor original, sino con quien adquirió los derechos 
del crédito; por tanto, la notificación de cesión de derechos realizada por la 
cesionaria mediante notario público cumple con la finalidad perseguida por el 
referido numeral, esto es, hacer del conocimiento del deudor que el cumplimiento 
de su obligación de pago será con la cesionaria que le notifica el acto, y ya no con 
el cedente o acreedora primaria, al haber adquirido los derechos de crédito que 
comprometen al acreditado; sin que sea óbice a la legalidad de la notificación, el 
hecho de que ésta no se realice ante dos testigos, según lo establece el 
mencionado numeral, puesto que este precepto legal no es limitativo ni prohibitivo 
en cuanto a la forma en que debe ser notificada la cesión de mérito, dado que no 
constriñe a que tal circunstancia se realice únicamente a través de dos testigos, 
debiendo interpretarse entonces que ése es un requisito que tiene como propósito 
otorgar certeza y validez al acto de comunicación, pero que no es el único, en 
tanto que al realizarse la notificación por medio de notario público, es inconcuso 
que también se concede certidumbre a ese acto, e incluso una seguridad jurídica 
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mayor a la que se le da con la participación de dos testigos, en la medida en que 
el notario es un fedatario investido de fe pública que brinda seguridad y certeza 
jurídica a los actos y diligencias que realiza. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

VI.2o.C.736 C (9a.) 

Amparo directo 268/2011. Sociedad Limitada de los Activos de Gramercy, 
S.R.L. de C.V. 22 de septiembre de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Armando René 
Dávila Temblador. 

Amparo directo 620/2011. Miguel Cosío Villordo. 20 de enero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. 
Secretario: Carlos Alberto González García. 

 

Amparo directo 621/2011. Margarita Kuri Cisneros. 20 de enero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. 
Secretario: Carlos Alberto González García. 

 

COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. NO ES AUTORIDAD PARA 
EFECTOS DEL AMPARO CUANDO CORTA O SUSPENDE EL SUMINISTRO 
DE ENERGÍA ELÉCTRICA, INCLUSIVE CUANDO EL CORTE O LA 
SUSPENSIÓN NO DERIVE DEL SIMPLE IMPAGO DEL AVISO RECIBO 
CORRESPONDIENTE Y AUN CUANDO EL QUEJOSO EXPRESE 
DESCONOCER LAS CAUSAS.-La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 318/2009, cuya parte conducente 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXXII, septiembre de 2010, página 560, sostuvo que el corte del 
suministro de energía eléctrica efectuado por la Comisión Federal de Electricidad 
ante el incumplimiento de pago del usuario, no genera que la relación de 
coordinación que existe entre ambos se transforme a una relación de supra a 
subordinación, ya que sólo implica la posibilidad de que la parte afectada deje de 
otorgar el servicio contratado en ejercicio del legítimo derecho de retención de la 
obligación que genera cualquier relación contractual ante el incumplimiento de 
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alguna de las partes (como sucede tratándose de contratos de derecho privado, 
en materia de seguros, telefonía, tarjetas de crédito, entre otros), sin que ello 
conlleve un procedimiento de ejecución dirigido a obtener el adeudo mediante 
mecanismos coercitivos (por ejemplo, a través del embargo de bienes), para lo 
cual sí se tendría que acudir a los tribunales de justicia para esos efectos. 
Consecuentemente, el citado organismo no es autoridad para efectos del amparo 
cuando corta o suspende el suministro de energía eléctrica, inclusive cuando el 
corte o la suspensión no derive del simple impago del aviso recibo, sino de 
cualquier otro de los supuestos previstos en el contrato de prestación del servicio 
o de un procedimiento de verificación o reajuste seguido en términos de los 
artículos 30 y 31 del Reglamento de la Ley del Servicio Público de Energía 
Eléctrica, ya que ni el contrato en sí mismo ni el procedimiento descrito en dichas 
disposiciones reglamentarias otorgan a la mencionada comisión potestades de 
imperatividad, coercitividad o unilateralidad que supongan la posibilidad legal de 
que, en caso de resistencia, pueda vencer por sí misma al usuario yendo más allá 
de la determinación de un adeudo, un saldo a favor o la suspensión del servicio; 
de lo que sigue que aun cuando el corte ya fue ejecutado, la indicada comisión 
continúa actuando acorde con lo contractualmente pactado, sin que se constituya 
por dicha acción una relación de supra a subordinación. Sin que obste a lo anterior 
la expresión lisa y llana del quejoso en el sentido de que desconoce las causas del 
corte o suspensión, pues al prevalecer la consideración de que éste constituye 
sólo el ejercicio de un derecho de retención en el ámbito contractual, la 
controversia que se suscite al respecto constituiría una denuncia de 
incumplimiento del contrato por la parte prestadora del servicio y la materia del 
amparo en ese supuesto incluiría resolver, precisamente, si en realidad existe un 
incumplimiento de los contratantes, por el impago en que habría incurrido el 
quejoso o por la decisión unilateral de no proporcionarlo más sin causa justificada; 
cuestiones cuyo análisis no corresponde a un procedimiento extraordinario de 
control constitucional, como lo es el juicio de amparo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
CUARTO CIRCUITO. 

 IV.2o.A.4 A (10a.) 

Amparo en revisión (improcedencia) 596/2011. Pedro Alberto Martínez 
Chapa. 20 de octubre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: Eucario Adame Pérez. 
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Amparo en revisión (improcedencia) 662/2011. David Macías Alfaro. 8 de 
diciembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos 
Rodríguez Navarro. Secretario: Eucario Adame Pérez.  

 

CONCUBINATO. PARA TENERLO POR DEMOSTRADO BASTA CON QUE SE 
ACREDITE QUE LOS CONCUBINOS HAN CONVIVIDO EN FORMA 
CONSTANTE Y PERMANENTE POR UN PERIODO MÍNIMO DE DOS AÑOS, 
SALVO PRUEBA EN CONTRARIO, EN EL SENTIDO DE QUE EXISTA ALGÚN 
IMPEDIMENTO LEGAL PARA DICHO VÍNCULO (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO 
FEDERAL).-El artículo 291 Bis del Código Civil para el Distrito Federal prevé la 
institución jurídica del concubinato y establece dos requisitos para su existencia, a 
saber: el primero, que los concubinos hayan convivido en forma constante y 
permanente por un periodo mínimo de dos años, o bien, que tengan un hijo en 
común y, el segundo, que no se actualice alguno de los impedimentos para 
contraer matrimonio a que se refiere el diverso precepto 156 del citado 
ordenamiento. No obstante, la carga de la prueba de ambos supuestos se rige por 
reglas diversas; específicamente, el último constituye un hecho negativo que debe 
demostrarse bajo las normas procesales previstas en el artículo 282 del código 
adjetivo de la materia. Por tanto, de la interpretación sistemática de los preceptos 
indicados se colige que para tener por demostrado el aludido vínculo jurídico, 
basta con que se acredite el primero de los requisitos mencionados y se afirme 
estar en esa hipótesis, salvo prueba en contrario, en el sentido de que exista 
alguno de los impedimentos invocados. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO 
AUXILIAR DE LA PRIMERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN EL 
DISTRITO FEDERAL. 

I.3º.(I Región) 1 C (10a.) 

Amparo directo 1030/2011. 14 de diciembre de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Alejandra de León González. Secretario: Hermes 
Godínez Salas. 

 

CONCURSOS MERCANTILES. LOS ARTÍCULOS 224, FRACCIÓN I Y 225, 
FRACCIÓN I, DE LA LEY RELATIVA, AL ESTABLECER LA PRELACIÓN DE 
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CRÉDITOS A FAVOR DE LOS TRABAJADORES POR EL TÉRMINO DE DOS 
AÑOS, VIOLAN LA GARANTÍA DE IGUALDAD ANTE LA LEY.-Los artículos 
224, fracción I y 225, fracción I, de la Ley de Concursos Mercantiles, al ampliar sin 
justificación objetiva y razonable el término de un año que prevé la Constitución 
General de la República a dos años como privilegio de los trabajadores en el 
concurso mercantil, violan la garantía de igualdad ante la ley en detrimento de los 
demás acreedores, de manera que el pago en primer lugar no sea sólo respecto 
de los salarios devengados en el último año más indemnizaciones, sino que debe 
extenderse a los salarios correspondientes a los dos años anteriores a la 
declaración del concurso mercantil, lo que otorga mayores privilegios a quienes 
tienen el indiscutible primer grado de prelación, y que además cuentan con 
beneficios exclusivos encaminados a garantizarles su pago en primer lugar, lo que 
ocasiona un desequilibrio en relación con los demás acreedores, puesto que todos 
cuentan con créditos ante el comerciante que fue declarado en concurso mercantil 
porque carece de bienes suficientes o de liquidez para hacer frente a sus 
obligaciones en la medida en que se hacen exigibles. Por tanto, dichos preceptos 
de la Ley de Concursos Mercantiles son inconstitucionales por cuanto refieren al 
excedente en la temporalidad a dos años, mas no por lo que implica la prelación 
de créditos y el lugar preferente por un año, de los créditos constituidos a favor de 
los trabajadores, pues esta circunstancia es precisamente la que establece la 
Norma Fundamental, en el artículo 123, apartado A, fracción XXIII. 

1a. VIII/2012 (9a.) 

Amparo directo en revisión 2378/2010. Basilisk, S.A. de C.V. 13 de julio de 
2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretarios: Ignacio Valdés Barreiro y Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras. 

Nota: La presente tesis se aparta del criterio sostenido en la diversa 1a. 
LXIX/2005, de rubro: "CONCURSOS MERCANTILES. LOS 
ARTÍCULOS 224, FRACCIÓN I Y 225, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE LA 
MATERIA, AL AMPLIAR LA PRELACIÓN DE LOS CRÉDITOS 
LABORALES A LOS DOS AÑOS ANTERIORES A LA DECLARACIÓN 
CONCURSAL, NO VIOLAN EL ARTÍCULO 123, APARTADO A, 
FRACCIÓN XXIII, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.", que derivó del 
amparo en revisión 1226/2003 y que aparece publicada en el 
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Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXII, julio de 2005, página 435. 

 

CONTADORES PÚBLICOS AUTORIZADOS PARA DICTAMINAR ESTADOS 
FINANCIEROS. EL PLAZO PARA RESOLVER EL PROCEDIMIENTO PARA 
SANCIONARLOS, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 65 DEL REGLAMENTO DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 7 DE DICIEMBRE DE 2009, ES INAPLICABLE A LOS 
QUE SE ENCUENTREN EN TRÁMITE A SU ENTRADA EN VIGOR.-El artículo 
65 del Reglamento del Código Fiscal de la Federación, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 7 de diciembre de 2009, prevé el procedimiento que 
seguirán las autoridades del Servicio de Administración Tributaria para ejercer las 
facultades a que se refiere el artículo 52, antepenúltimo párrafo, del Código Fiscal 
de la Federación, tendente a sancionar a los contadores públicos autorizados para 
dictaminar estados financieros que no cumplan las disposiciones referidas en este 
último numeral o no apliquen las normas y procedimientos de auditoría, 
estableciendo que la resolución se emitirá en un plazo que no excederá de doce 
meses, contado a partir de que se agote el plazo de quince días que tiene el 
profesionista para manifiestar por escrito lo que a su derecho convenga, ofrecer y 
exhibir las pruebas que considere pertinentes respecto de la irregularidad 
determinada que se hizo de su conocimiento. Ahora bien, si se considera que ese 
plazo no estaba previsto en el reglamento del citado código que se abrogó al 
entrar en vigor el inicialmente mencionado (al día siguiente de su publicación) y 
que las disposiciones transitorias de éste no dan pauta para aplicar la nueva 
normativa a los procedimientos que al comenzar a regir se encontraban 
pendientes de resolver, debe entenderse que el inicio de dicho plazo corre a partir 
de ese momento (el 8 de los indicados mes y año), pues ante la falta de 
disposición expresa, no es jurídicamente posible aplicar las consecuencias de una 
norma instrumental hacia el pasado, anulando la facultad resolutora de la 
autoridad por virtud de una disposición que no existía, es decir, en respeto al 
principio de seguridad jurídica, sería incongruente interpretar la señalada norma 
reglamentaria pretendiendo su aplicación letrista en forma indiscriminada, al 
extremo de sostener que en todos aquellos procedimientos en trámite a su entrada 
en vigor en los que hubieren transcurrido doce meses, la autoridad perdió la 
facultad de resolverlos, lo cual generaría impunidad, al dejar sin sanción a quienes 
cometieron faltas en el ejercicio de su profesión. 
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SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

I.7o.A.9 A (10a.) 

Amparo en revisión 345/2011. Administrador de Amparo e Instancias 
Judiciales "3" de la Administración Central de Amparo e Instancias 
Judiciales, de la Administración General Jurídica del Servicio de 
Administración Tributaria, órgano desconcentrado de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, en representación del Administrador 
Central de Operación de la Fiscalización Nacional. 7 de diciembre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Irma Gómez Rodríguez. 

 

DERECHO A LA IDENTIDAD PERSONAL. EL CONOCIMIENTO DEL ORIGEN 
BIOLÓGICO DE LA PERSONA TIENE TRASCENDENCIA PSICOLÓGICA Y 
JURÍDICA PARA EL INDIVIDUO.-La identidad personal se construye a través de 
múltiples factores psíquicos y sociales; así, la imagen propia de la persona se 
determina, en buena medida, por el conocimiento de sus orígenes biológicos, los 
cuales son de gran trascendencia tanto desde el punto de vista psicológico como 
jurídico. Por un lado, conocer las circunstancias relacionadas con el propio origen 
y con la identidad de los padres biológicos contribuye al adecuado desarrollo de la 
personalidad y, por otro, en cuanto a lo jurídico, la importancia de conocer el 
propio origen está ligada a las consecuencias legales que dicha información puede 
generar. 

1a. XLV/2012 (10a.) 

Amparo directo en revisión 2750/2010. 26 de octubre de 2011. Mayoría de 
tres votos. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo y José Ramón 
Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 

 

DERECHO A LA IDENTIDAD. SU PROTECCIÓN DESDE EL DERECHO A LA 
SALUD FÍSICA Y MENTAL.-El derecho a la salud mental se encuentra en 
estrecha relación con el derecho a la identidad, en tanto es relevante para el 
individuo el conocer su origen biológico para la debida formación de su 
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personalidad. En efecto, el desconocer el origen biológico puede generar 
problemas personales, psiquiátricos y de desarrollo de la personalidad, por lo que 
el conocimiento de dichos orígenes está protegido tanto desde el derecho a la 
identidad como del derecho a la salud mental. Por otro lado, en determinadas 
circunstancias, el saber quién es el padre o madre puede revelar información 
relevante para ayudar a prevenir o a tratar las afectaciones médicas de los hijos, 
por lo que el conocimiento del origen biológico incide en la protección del derecho 
a la salud física, en su vertiente de prevención y tratamiento de enfermedades. 

1a. XLIV/2012 (10a.) 

Amparo directo en revisión 2750/2010. 26 de octubre de 2011. Mayoría de 
tres votos. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo y José Ramón 
Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 

 

DICTAMEN DE ESTADOS FINANCIEROS FORMULADOS POR CONTADOR 
PÚBLICO AUTORIZADO. SU REVISIÓN NO ES CONTRARIA AL DERECHO 
FUNDAMENTAL DE AUDIENCIA, YA QUE NO IMPLICA UN ACTO PRIVATIVO 
SINO DE MOLESTIA (ARTÍCULO 52-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN VIGENTE EN 2008 Y 2009).-Conforme al citado numeral, las 
autoridades tributarias están facultadas para comprobar la certeza de la 
información contenida en los dictámenes de estados financieros realizados por 
contadores públicos autorizados, para lo cual deben observar una serie de 
lineamientos al requerir a esos profesionistas o al contribuyente los datos y 
documentos para conocer si se han cumplido o no las obligaciones tributarias. En 
ese sentido y en atención a las reglas a cuya observación están obligadas las 
autoridades administrativas, se concluye que el ejercicio de la facultad de 
comprobación del dictamen de estados financieros formulados por contador 
público autorizado impone una obligación a los contribuyentes que no implica la 
privación definitiva ni produce la disminución o menoscabo de alguno de sus 
derechos, por lo cual no constituye un acto privativo, sino de molestia, al restringir 
provisional o preventivamente un derecho con el objeto de proteger determinados 
bienes jurídicos; además, dichos actos los autoriza el artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, siempre y cuando los preceda un 
mandamiento escrito girado por autoridad competente legalmente, en donde funde 
y motive la causa legal del procedimiento. En consecuencia, la revisión de los 
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dictámenes de estados financieros formulados por contador público autorizado 
establecida en el artículo 52-A del Código Fiscal de la Federación vigente en 2008 
y 2009, no es contraria al derecho fundamental de audiencia previsto en el artículo 
14, segundo párrafo, de la Constitución General de la República. 

1a. III/2012 (9a.) 

Amparo en revisión 782/2010. Gruconst, S.A. de C.V. 12 de enero de 
2011. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Gustavo Naranjo Espinosa. 

 

FALTAS DE ASISTENCIA Y SEPARACIÓN VOLUNTARIA DEL EMPLEO. NO 
SON FIGURAS ANÁLOGAS SINO EXCEPCIONES DIFERENTES EN CUANTO 
A LA PARTE QUE LAS CONCRETA Y A LAS CONDICIONES PARA SU 
ACTUALIZACIÓN, POR LO QUE AL FIJARSE LA LITIS DEBE 
DETERMINARSE CUÁL DE ELLAS SE HIZO VALER PARA DESVIRTUAR EL 
DESPIDO.-Cuando en las excepciones opuestas se hace referencia a faltas de 
asistencia, ello da la noción inicial de que operó una rescisión de la relación 
laboral, hecha valer por el patrón contra su trabajador, sin responsabilidad para 
aquél, de acuerdo con el artículo 47, fracción X, de la Ley Federal del Trabajo. En 
cambio, cuando se habla de separación voluntaria por parte del trabajador supone, 
en principio, que es éste quien manifiesta una decisión libre de su voluntad, en el 
sentido de no continuar en un vínculo laboral determinado (como acontece en la 
renuncia), a la que sigue un estado de separación definitiva de sus labores. Así, 
aquella manifestación como expresión unilateral de la voluntad, puede concretarse 
por escrito o de manera verbal, sea expresa o tácitamente, esto último siempre 
que existan datos objetivos inequívocos que, a través de un criterio racional y 
lógico, conduzcan a tener por demostrada esa voluntad. Por ello, tanto las faltas 
de asistencia como la separación voluntaria del empleo, si bien pueden llegar a 
ser motivo de excepciones jurídicamente oponibles para desvirtuar el despido, no 
son figuras análogas, pues existen diferencias no sólo en cuanto a la parte que las 
concreta sino también en cuanto a las condiciones para su actualización. De ahí 
que si en el laudo no se determina con exactitud cuál o cuáles eran esas 
excepciones que se hicieron valer contra el despido invocado, la parte que fija la 
litis resulta imprecisa. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE 
TRABAJO DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 

XI.1o.A.T.50 L (9a.) 

Amparo directo 222/2011. Eutiquio Barboza López. 9 de junio de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Víctorino Rojas Rivera. Secretario: 
Reynaldo Piñón Rangel. 

 

FIRMA AUTÓGRAFA. LA CARGA DE LA PRUEBA CORRESPONDE A LA 
AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO IMPUGNADO EN EL JUICIO DE 
NULIDAD, SIEMPRE QUE EN LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA AFIRME 
QUE AQUÉL SÍ LA CONTIENE.-La manifestación del actor en un juicio de nulidad 
en el sentido de que el acto administrativo impugnado carece de firma autógrafa 
de la autoridad que lo emitió, no es apta para estimar que a él le corresponde la 
carga de la prueba, ya que no se trata de una afirmación sobre hechos propios. 
Ahora bien, si la autoridad en la contestación a la demanda manifiesta que el acto 
sí calza firma autógrafa, ello constituye una afirmación sobre hechos propios que 
la obliga a demostrarlos; además, es importante destacar que el juzgador no está 
en condiciones de apreciar a simple vista si la firma que calza el documento es 
autógrafa o no, toda vez que no posee los conocimientos técnicos especializados 
para ello, dado que la comprobación de ese hecho requiere de la prueba pericial 
grafoscópica que ofrezca la demandada. 

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 5/2011. Tercer Tribunal Colegiado 
del Décimo Segundo Circuito. 25 de enero de 2012. Cinco votos. 
Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Laura Montes López. 

2a./J. 13/2012 (10a.) 

Tesis de jurisprudencia 13/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del uno de febrero de dos mil 
doce. 

Nota: La presente tesis deriva de la resolución dictada en el solicitud de 
sustitución de jurisprudencia 5/2011, en la cual la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco 
votos de los señores Ministros Luis María Aguilar Morales (ponente), 
Sergio Salvador Aguirre Anguiano, José Fernando Franco González 
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Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y presidente Sergio A. Valls 
Hernández, determinó modificar el criterio contenido en la tesis 2a./J. 
195/2007, de rubro: "FIRMA AUTÓGRAFA. LA CARGA DE LA 
PRUEBA CORRESPONDE A LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL 
ACTO IMPUGNADO, SIEMPRE QUE EN LA CONTESTACIÓN A LA 
DEMANDA AFIRME QUE ÉSTE LA CONTIENE.", derivada de la 
contradicción de tesis 192/2007-SS, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, 
octubre de 2007, página 243. 

 

JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA. DEBE PROMOVERSE PREVIAMENTE AL AMPARO, 
PORQUE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO QUE LO REGULA, NO EXIGE MAYORES REQUISITOS 
PARA CONCEDER LA SUSPENSIÓN DEL ACTO IMPUGNADO QUE LOS 
ESTABLECIDOS EN LA LEY DE AMPARO (LEGISLACIÓN VIGENTE A 
PARTIR DEL 10 DE MARZO DE 2011).-El examen del artículo 28 de la citada 
legislación contenciosa federal, reformado mediante decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el diez de diciembre de dos mil diez, en vigor a partir del 
diez de marzo de dos mil once, a la luz de los requisitos establecidos en los 
artículos 124 y 125 de la Ley de Amparo, pone de manifiesto que ambos 
ordenamientos legales instituyen condiciones esencialmente iguales, con 
diferencias irrelevantes derivadas de la naturaleza jurídica de cada juicio, a fin de 
otorgar la suspensión del acto combatido. En efecto, tanto en un juicio como en 
otro, la medida cautelar debe solicitarse por el agraviado mediante escrito; petición 
que es oportuna desde el momento en que se presenta la demanda hasta antes 
de que dicte la sentencia ejecutoriada, es decir, en cualquier etapa del 
procedimiento; en ambos juicios opera la suspensión provisional y definitiva; 
asimismo, la medida cautelar procede cuando, de otorgarse, no cause perjuicio al 
interés general ni se contravengan disposiciones de orden público, 
estableciéndose también, en uno y otro, que si la suspensión pudiera ocasionar 
daños y perjuicios a alguna de las partes se exigirá garantía al solicitante en 
términos y condiciones que son muy semejantes; además, en ambos 
procedimientos puede modificarse o revocarse la resolución que haya concedido o 
negado la suspensión definitiva, cuando se actualice un hecho superveniente que 
lo justifique. De tal suerte, los particulares que pretendan obtener la modificación, 
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anulación o revocación de los actos emitidos por autoridades administrativas 
federales, en términos de lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se encuentran obligados a 
observar el principio de definitividad consagrado en los artículos 107, fracción IV, 
de la Constitución General de la República y 73, fracción XV, de la legislación de 
garantías, agotando previamente al amparo el juicio de nulidad en comento, dado 
que en la ley que regula actualmente ese juicio ordinario no se exigen mayores 
requisitos para conceder la suspensión de los efectos de los actos impugnados en 
esa instancia contenciosa, que los enunciados en la Ley de Amparo; con la 
salvedad de que no se actualice alguna otra excepción al principio de mérito. 

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

I.15o.A.6 A (10a.) 

Amparo en revisión 451/2011. María Guadalupe Pérez Díaz. 30 de 
noviembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cortés 
Galván. Secretario: Roberto Fraga Jiménez. 

 

MECANISMO DE SELECCIÓN AUTOMATIZADO. LA FACULTAD DE LA 
AUTORIDAD PARA ALIMENTAR EL SISTEMA RELATIVO CON FACTORES 
DE RIESGO, A EFECTO DE REALIZAR UNA SELECCIÓN INTELIGENTE DE 
LAS MERCANCÍAS, ESTÁ SUJETA AL REQUISITO DE MOTIVACIÓN EXIGIDO 
POR EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.-Derivado de la 
reforma al artículo 43 de la Ley Aduanera, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 31 de diciembre de 1998, se modificó la denominación en dicho 
precepto del "mecanismo de selección aleatoria", por la de "mecanismo de 
selección automatizado", cambio que según la exposición de motivos 
correspondiente y el dictamen del legislador, obedeció a que la determinación de 
si las mercancías serán sometidas a reconocimiento aduanero o segundo 
reconocimiento podrá efectuarse por la autoridad aleatoria o discrecionalmente, 
considerando factores de riesgo, como el tipo de mercancías, su origen, su valor, 
el comportamiento del importador, del agente aduanal, entre otros, que permitan 
efectuar una selección inteligente, sin menoscabo de que aquélla pueda ejercer su 
facultad discrecional de revisión, utilizando el mismo sistema automatizado, lo cual 
fue aprobado con la finalidad, además, de combatir el contrabando técnico 
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documentado de mercancías que ingresaban al país a través de las aduanas, sin 
que se estimare necesario delimitar la forma en que se efectuará esa 
determinación. No obstante lo anterior, la facultad para alimentar el sistema 
relativo con los factores mencionados no es irrestricta, en virtud de que la libertad 
de apreciación que la ley concede a las autoridades está sujeta al requisito de 
motivación exigido por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, lo que permite que los actos discrecionales sean controlados 
por la autoridad jurisdiccional. 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

I.7o.A.18 A (10a.) 

Amparo en revisión 236/2011. Gregorio Andrés Giacinti Valdés. 11 de enero 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. 
Secretario: Juan Daniel Torres Arreola. 

 

MEDIDA CAUTELAR, PARA RESOLVER SI PROCEDE O NO, DEBE 
ATENDERSE A LA INTERPRETACIÓN LITERAL DEL ARTÍCULO 135 DE LA 
LEY DE AMPARO, TRATÁNDOSE DE EMBARGO PRECAUTORIO DE 
CUENTAS BANCARIAS.-Cuando el embargo precautorio de las cuentas 
bancarias responde a garantizar el pago de un crédito fiscal determinado 
previamente -contra el cobro de contribuciones- con la concesión de la medida 
cautelar no se contravienen disposiciones de orden público ni se causa afectación 
al interés social, porque el legislador, en el artículo 135 de la Ley de Amparo, 
consideró que con ello no se causaban esas contravención y afectación; precepto 
cuya interpretación literal es suficiente para resolver que improcede decretar tal 
providencia cuando no exista un crédito determinado, pues no estimarlo así, sería 
romper con el principio de legalidad sobre el que descansa el sistema jurídico 
mexicano y desconocer la garantía individual de exacta aplicación de la ley al caso 
concreto, incurriéndose en un Estado totalitario, que es contrario al Estado 
constitucional y social de derecho que se tutela en la Ley Fundamental del País. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE 
TRABAJO DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 

XI.1o.A.T. J/46 (9a.) 
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Queja 19/2009. Administradora Local de Recaudación de Morelia. 3 de abril 
de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Víctorino Rojas Rivera. 
Secretario: Reynaldo Piñón Rangel.  

Incidente de suspensión (revisión) 127/2009. Administrador Local de 
Recaudación de Morelia. 24 de septiembre de 2009. Unanimidad de 
votos. Ponente: Víctorino Rojas Rivera. Secretario: Reynaldo Piñón 
Rangel.  

Incidente de suspensión (revisión) 86/2010. Administrador Local de 
Recaudación de Morelia. 3 de junio de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: Víctorino Rojas Rivera. Secretario: Juan Ramón Barreto 
López.  

Incidente de suspensión (revisión) 26/2010. Administrador Local de 
Recaudación de Morelia. 8 de julio de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: Juan García Orozco. Secretaria: Delia Espinosa Hernández. 

Incidente de suspensión (revisión) 200/2010. Administrador Local de 
Recaudación de Morelia. 21 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: Hugo Sahuer Hernández. Secretario: Juan Carlos Sierra 
Zenteno. 

 

MULTA IMPUESTA POR EL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN 
CONFORME AL ARTÍCULO 44, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. DADA LA NATURALEZA DE LA NORMA EN 
QUE SE FUNDAMENTA, SI SE IMPUGNA MEDIANTE EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, AUN CUANDO EL TRIBUNAL DE LA 
MATERIA DETERMINE LA IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN, NO DEBE 
SOBRESEER, SINO SEÑALAR CUÁL ES EL MEDIO DE DEFENSA 
PROCEDENTE Y REMITIR LAS ACTUACIONES AL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL CORRESPONDIENTE, CON LA FINALIDAD DE HACER 
EFICAZ EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA.-La multa impuesta a un 
particular por el Ministerio Público de la Federación conforme al artículo 44, 
fracción I, del Código Federal de Procedimientos Penales, por omitir atender una 
solicitud de información que le formuló dentro de una averiguación previa, es un 
acto materialmente penal, al fundamentarse en una norma de esa naturaleza y 
formar parte del procedimiento relativo, lo cual impide impugnarlo mediante el 



19 
 

juicio contencioso administrativo en términos del artículo 14, fracción III, de la Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. No obstante, si 
se controvierte esa resolución con base en este último precepto, con la finalidad 
de hacer eficaz el derecho de acceso a la justicia, la Sala Fiscal, aun cuando 
determine la improcedencia de la acción, no debe sobreseer en el juicio, sino 
señalar cuál es el medio de defensa procedente y remitir las actuaciones al órgano 
jurisdiccional correspondiente. Lo anterior es así, en atención a la interpretación 
conforme de los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Por tanto, 
tratándose de una medida de apremio como la indicada, impuesta a un tercero 
ajeno a la averiguación previa, la Sala debe indicar que, aun cuando la sanción 
proviene de una autoridad formalmente administrativa, por las razones aludidas 
corresponde controvertirla ante un Juzgado de Distrito de Amparo en Materia 
Penal, con base en los artículos 114, fracción II, de la Ley de Amparo y 51, 
fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, máxime que el 
afectado no es parte en la indagatoria, por lo que carece de legitimación para 
intentar los recursos previstos en el mencionado código; hecho lo anterior, debe 
remitir los autos a la oficina de correspondencia respectiva para que realice el 
turno, y una vez recibido el expediente, el Juez de Distrito debe requerir a la 
quejosa para que adecue su demanda a las directrices del juicio de garantías en la 
vía indirecta, salvo que encontrare alguna causa de improcedencia. Cabe señalar 
que para determinar la presentación oportuna de la demanda de garantías será 
necesario considerar si el libelo de nulidad se presentó en tiempo conforme a la 
ley aplicable, y si es así, no procederá sobreseer por extemporaneidad, aun 
cuando a partir de la fecha de conocimiento del acto y la recepción de la demanda 
de nulidad hubieran transcurrido los quince días previstos en el artículo 21 de la 
Ley de Amparo, porque permitir esa actuación haría nugatorio el derecho de 
defensa del inconforme. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO 
AUXILIAR DE LA TERCERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN 
GUADALAJARA, JALISCO. 

 III.4o.(III Región) 17 A (10a.) 

Amparo directo 730/2011. Banco Santander México, S.A., Institución de 
Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander. 10 de noviembre de 2011. 
Unanimidad de votos, con voto aclaratorio del Magistrado José de 
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Jesús López Arias. Ponente: Jorge Humberto Benítez Pimienta. 
Secretario: Miguel Mora Pérez. 

 

NORMA SUSTANTIVA EN MATERIA FISCAL. LA CONSTITUYE EL ARTÍCULO 
52 DE LA LEY ADUANERA, AL NO PREVER LA COMPETENCIA MATERIAL 
DE LAS AUTORIDADES PARA REVISAR SI LOS SUJETOS OBLIGADOS HAN 
EFECTUADO EL PAGO DE LOS IMPUESTOS AL COMERCIO EXTERIOR Y DE 
LAS CUOTAS COMPENSATORIAS RESPECTO DE LAS MERCANCÍAS QUE 
INTRODUZCAN O EXTRAIGAN DEL TERRITORIO NACIONAL.-En términos del 
artículo 5o., párrafo primero, del Código Fiscal de la Federación, el precepto 52 de 
la Ley Aduanera constituye una norma sustantiva, porque únicamente define 
quiénes son los sujetos obligados al pago de los impuestos al comercio exterior y 
de las cuotas compensatorias respecto de las mercancías que introduzcan o 
extraigan del territorio nacional, sin que prevea la competencia material de las 
autoridades para revisar si los sujetos obligados han efectuado el pago de dichas 
contribuciones. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y 
ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 

 XXI.2o.P.A.135 A (9a.) 

Revisión fiscal 42/2011. Administrador Local Jurídico de Acapulco, por sí y 
en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público y de 
otro. 1o. de septiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: 
Martiniano Bautista Espinosa. Secretario: Mario Alejandro Nogueda 
Radilla. 

 

NOTIFICACIONES PERSONALES EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. DEBEN PRACTICARSE APLICANDO 
SUPLETORIAMENTE LOS ARTÍCULOS 310 A 313 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES.-La Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, en el capítulo relativo a las notificaciones, no contiene reglas 
específicas sobre la forma de realizar las de carácter personal; sin embargo, su 
artículo 1o. señala que a falta de disposición expresa se aplicará supletoriamente 
el Código Federal de Procedimientos Civiles. Consecuentemente, tratándose de 
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ese tipo de notificaciones en el juicio contencioso administrativo, debe acudirse a 
los numerales 310 a 313 de este último ordenamiento, que prevén las 
formalidades que deben seguirse, esto es: a) Se practicará con el interesado, su 
representante o procurador en el lugar que para ello se hubiere señalado, 
dejándole copia íntegra y autorizada de la resolución que se notifica; b) El 
notificador elaborará el acta relativa, en la que, en primer término, deberá 
cerciorarse si en el domicilio señalado para realizar la notificación, vive o tiene su 
domicilio la persona que debe ser notificada y, después de ello, practicará la 
diligencia, de todo lo cual asentará razón; y, c) Cuando a juicio del notificador 
hubiera sospecha fundada de que injustificadamente se niegue que la persona por 
notificar vive en la casa designada, le hará la notificación en el lugar en que 
habitualmente trabaje, si la encuentra, o en cualquier lugar en que se halle, en 
cuyo caso deberá certificar que la persona notificada es de su conocimiento 
personal o que la identificaron dos testigos de su conocimiento, que firmarán con 
él, si supieren hacerlo. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 

II.3o.A.11 A (10a.) 

Amparo directo 471/2011. María Dolores Segura Vega. 6 de octubre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Méndez Cortés. 
Secretaria: Marlen Ramírez Marín. 

 

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE MALA FE SI EL PATRÓN 
CONTROVIERTE EL SALARIO SEÑALADO POR EL TRABAJADOR Y NO LO 
ACREDITA, AUN CUANDO OFREZCA EL EMPLEO CON UN SALARIO 
SUPERIOR AL ADUCIDO POR ÉSTE, PUES TAL CONDUCTA DENOTA LA 
INTENCIÓN DE REVERTIR LA CARGA DE LA PRUEBA Y NO DE QUE LA 
RELACIÓN CONTINÚE.-Cuando la demandada niega el despido y al ofrecer el 
trabajo indica un estipendio mayor, en principio denota un beneficio a favor del 
trabajador; sin embargo, ello no exime a la autoridad laboral de observar la actitud 
procesal del patrón en cuanto a que su oferta refleje la verdadera intención de 
reinstalar al trabajador, y que no sólo la hace con la intención de revertir la carga 
de la prueba, por lo que si la oferta de trabajo se realiza con un salario mayor al 
que manifiesta el actor en su demanda, pero al controvertirlo se afirma que era 
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menor y no se demuestra, el hecho de ofrecer el trabajo con un ingreso mayor no 
implica buena fe, ya que este actuar denota la pretensión del empleador de 
obtener la calificación de su oferta de ese modo, y no el retorno al trabajo del actor 
en los mismos términos y condiciones en que se venía desempeñando; por ende, 
la oferta de trabajo realizada bajo esa conducta procesal, debe calificarse de mala 
fe. 

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO. 

I.13o.T.20 L (10a.) 

Amparo directo 1187/2011. 1o. de diciembre de 2011. Unanimidad de votos; 
mayoría en cuanto al sentido y tema de la tesis. Ponente: María del 
Rosario Mota Cienfuegos. Secretaria: Erika Espinosa Contreras. 

 

ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. OBJETO DE LA DIRIGIDA A PERSONAS 
EN SU CARÁCTER DE TERCEROS RELACIONADOS CON OTRO 
CONTRIBUYENTE.-Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en diversos precedentes ha sostenido que la orden de visita debe reunir 
ciertos requisitos para considerarla debidamente fundada y motivada, en 
acatamiento a los párrafos primero y antepenúltimo del artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Para ello, la autoridad 
administrativa debe expresar su objeto, entendido como la cosa, elemento, tema o 
materia que da certidumbre de lo que se revisará al contribuyente. En esta lógica, 
cuando la visita tiene como fin revisar el cumplimiento de las obligaciones a cargo 
del propio contribuyente al que se dirige, debe especificarse el tributo que se 
revisará, para que aquél conozca cuál es su objeto. Sin embargo, es distinto el 
caso de la orden de visita que, con fundamento en el artículo 42 del Código Fiscal 
de la Federación, se dirige a una persona en su carácter de tercero relacionado 
con otro contribuyente principal que está siendo fiscalizado, pues aquí el objeto de 
la revisión consiste en cotejar la información en su poder con la derivada de la 
visita celebrada a aquél. Por tanto, para brindar certeza al tercero relacionado 
sobre el objeto de la visita domiciliaria, la orden dirigida a éste debe expresar su 
fundamento legal, los datos que permitan identificar al contribuyente con el que se 
considera que hay una relación y manifestar que se revisarán las transacciones u 
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operaciones celebradas con él -sin que sea necesario enumerar en la orden cada 
una de ellas-, estableciendo claramente el periodo sujeto a comprobación. 

2a./J. 49/2011 (10a.) 

Contradicción de tesis 407/2011. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado del Décimo Segundo Circuito. 30 de noviembre de 2011. 
Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Ileana Moreno Ramírez. 

Tesis de jurisprudencia 49/2011 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de diciembre de dos 
mil once. 

 

PAGARÉ. CUANDO EN EL DOCUMENTO EXISTE EL SEÑALAMIENTO DE UN 
LUGAR QUE RAZONABLEMENTE PUEDE CONSIDERARSE EL DE 
SUSCRIPCIÓN, DEBE TENERSE POR SATISFECHO EL REQUISITO FORMAL 
RESPECTIVO, AUNQUE ESA REFERENCIA SE ENCUENTRE DESPUÉS DE 
LA FIRMA DEL SUSCRIPTOR.-El artículo 170, fracción V, de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito establece como requisito legal del pagaré que se 
mencione el lugar de suscripción; sin embargo, del citado precepto no se advierte 
que el legislador haya establecido que tal requisito deba plasmarse en un 
determinado orden o parte del documento en relación con la firma del suscriptor. 
Asimismo, los títulos de crédito constituyen documentos que por disposición de la 
ley son necesarios para ejercitar el derecho literal que en ellos se consigna, lo que 
permite advertir dos características generales relevantes para apreciar los 
elementos formales de ese tipo de títulos: a) es un documento unitario; y, b) se 
rige por la literalidad de su contenido o texto. En ese sentido, cuando en el texto 
del documento material en el que se plasma el pagaré existe el señalamiento de 
un lugar que razonablemente puede considerarse el de suscripción, debe tenerse 
por satisfecho ese requisito formal, aun cuando dicha referencia se encuentre 
después de la firma del suscriptor, ya que los elementos formales del pagaré no 
pueden apreciarse separadamente, sino como integrantes del título, lo que implica 
que la firma autoriza el contenido del documento en su integridad, sin perjuicio de 
que la parte interesada pueda oponer excepción y probar en contra. 

1a./J. 11/2011 (10a.) 
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Contradicción de tesis 271/2011. Entre las sustentadas por el entonces 
Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, actual Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito y 
el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 4 de 
noviembre de 2011. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por lo que hace a la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante 
Juárez. 

Tesis de jurisprudencia 11/2011 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciséis de noviembre de dos 
mil once. 

 

PAGARÉ. NO PUEDE CONSIDERARSE COMO UN "DOCUMENTO POR 
COBRAR" DE LOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 9o. DE LA LEY ADUANERA 
Y EN LA REGLA 2.1.3. DE LAS REGLAS DE CARÁCTER GENERAL EN 
MATERIA DE COMERCIO EXTERIOR PARA 2009, SI NO HA VENCIDO.-El 
artículo 9o. de la Ley Aduanera y la regla 2.1.3. de las Reglas de Carácter General 
en Materia de Comercio Exterior para 2009, a partir de su reforma publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 17 de diciembre de 2009, prevén la obligación a 
cargo de quienes ingresen o salgan del territorio nacional de declarar a la 
autoridad aduanera las cantidades en efectivo,  cheques nacionales o extranjeros, 
órdenes de pago u "otros documentos por cobrar" cuyo importe sea superior al 
equivalente en la moneda o monedas de que se trate, a diez mil dólares de los 
Estados Unidos de América. Así, para determinar si un pagaré, en cuanto título de 
crédito, puede considerarse un "documento por cobrar" de los previstos en las 
referidas normas, es necesario analizar si era exigible al momento del despacho 
aduanero al haberse desvinculado de la relación causal que le dio origen, lo cual 
no ocurre si no ha vencido. 

DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

I.18o.A.22 A (9a.) 
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Amparo directo 14/2011. Pegaso PCS, S.A. de C.V. 31 de marzo de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cruz Espinosa. Secretario: 
Carlos Alberto Araiza Arreygue. 

 

PAGARÉ. NO PUEDE CONSIDERARSE COMO UN "DOCUMENTO POR 
COBRAR" DE LOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 9o. DE LA LEY ADUANERA 
Y EN LA REGLA 2.1.3. DE LAS REGLAS DE CARÁCTER GENERAL EN 
MATERIA DE COMERCIO EXTERIOR PARA 2009, SI NO SE HA 
DESVINCULADO DE LA RELACIÓN CAUSAL QUE LE DIO ORIGEN.-El artículo 
9o. de la Ley Aduanera y la regla 2.1.3. de las Reglas de Carácter General en 
Materia de Comercio Exterior para 2009, a partir de su reforma publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 17 de diciembre de 2009, prevén la obligación a 
cargo de quienes ingresen o salgan del territorio nacional de declarar a la 
autoridad aduanera las cantidades en efectivo, cheques nacionales o extranjeros, 
órdenes de pago u "otros documentos por cobrar" cuyo importe sea superior al 
equivalente en la moneda o monedas de que se trate, a diez mil dólares de los 
Estados Unidos de América. A su vez, el pagaré, en cuanto título de crédito, 
constituye una forma de garantizar el cumplimiento de una obligación a cargo de 
quien se obliga incondicionalmente al pago de una cantidad de numerario, que 
puede gozar de autonomía y abstracción si se desvincula de la relación causal que 
le da origen y, por ende, ser un título de efectivo cobro. Así, para determinar si un 
pagaré puede considerarse un "documento por cobrar" de los previstos en las 
referidas normas, debe tomarse en cuenta, por un lado, la finalidad de éstas, que 
es controlar el ingreso o salida del país de las señaladas  cantidades y, por otro, si 
el título de crédito cuenta con las señaladas características, lo cual no ocurre si no 
se ha desvinculado de la relación causal que le dio origen, por ejemplo, cuando 
únicamente se suscribió para documentar la propuesta de un convenio de 
reestructuración de un crédito que no se había perfeccionado al momento del 
despacho aduanero, porque no representa, por sí mismo, un documento que 
entrañe un efectivo cobro que se asemeje al tráfico de recursos monetarios a que 
se refieren dichas disposiciones. 

 

DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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I.18o.A.21 A (9a.) 

Amparo directo 14/2011. Pegaso PCS, S.A. de C.V. 31 de marzo de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cruz Espinosa. Secretario: 
Carlos Alberto Araiza Arreygue. 

 

PATRIMONIOS DE AFECTACIÓN ECONÓMICA. NO ESTÁN PERMITIDOS EN 
EL SISTEMA JURÍDICO MEXICANO.-El sistema jurídico mexicano no autoriza 
que haya "patrimonios de afectación económica" que, por sí, respondan en una 
relación laboral; esto es, si bien en materia laboral se acepta que una negociación 
tenga que responder, ello es a través de su propietario o responsable, por ser el 
titular de derechos y obligaciones; ello no implica que la negociación responda por 
sí de sus compromisos sino sólo quien sea titular de aquellos derechos y 
obligaciones, cuando en el caso no se probó que haya dos patrimonios, con 
diferentes titulares, pues si bien es cierto que el trabajador en el escrito de 
demanda, al no estar obligado a conocer quién es el patrón, puede en ella 
establecer un litisconsorcio pasivo necesario con base en sus afirmaciones y ser 
esa relación indivisible porque constituye una unidad procesal, no menos lo es que 
al conocer la autoridad laboral quién es el responsable del vínculo laboral, debe 
determinar su existencia y subsanar el error en que incurrió el trabajador al llamar 
a un conjunto de personas atribuyéndoles iguales hechos y reclamándoles las 
mismas prestaciones como si fueran uno sin serlo. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE 
TRABAJO DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 

XI.1o.A.T.53 L (9a.) 

Amparo directo 311/2011. Ma. del Carmen Meza Campuzano. 23 de junio 
de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Juan García Orozco. 
Secretaria: Libertad Rodríguez Verduzco.  

Amparo en revisión 124/2011. María Elena Boyzo Cambrón. 25 de agosto 
de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Víctorino Rojas Rivera. 
Secretario: Edgar Martín Gasca de la Peña. 

 



27 
 

Amparo en revisión 130/2011. Rubén Salgado Ruiz y otros. 17 de 
noviembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Víctorino Rojas 
Rivera. Secretario: Edgar Martín Gasca de la Peña. 

 

PETICIÓN. LA GARANTÍA CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 8o. 
CONSTITUCIONAL SE CONFORMA DE DIVERSAS SUBGARANTÍAS QUE LE 
DAN CONTENIDO, Y QUE DEBEN CONSIDERASE POR EL JUEZ DE 
DISTRITO EN EL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO POR VIOLACIÓN A 
DICHO DERECHO.-La garantía del derecho de petición contenida en el artículo 
8o. constitucional, se conforma a su vez de diversas subgarantías que le dan 
contenido, y que derivan de las diferentes conductas que deben acatar las 
autoridades ante quienes se presente una petición por escrito, en forma pacífica y 
respetuosa. Las diversas subgarantías derivadas del derecho de petición son las 
siguientes: 1. De dar respuesta por escrito a la petición formulada por el 
gobernado, de tal modo que el juicio de amparo que se promueva al respecto 
versará sobre un acto de naturaleza omisiva, y la pretensión del quejoso consistirá 
en obligar a la autoridad responsable a que actúe en el sentido de contestar lo 
solicitado, es decir, a que emita un acto positivo subsanando la omisión 
reclamada. 2. De que la respuesta sea congruente con lo solicitado por el 
gobernado, de tal forma que el juicio de amparo que se promueva en este caso, 
parte del supuesto de que el quejoso conoce el fondo de la contestación recaída a 
su solicitud, ya sea porque se impuso de ella con anterioridad a la presentación de 
la demanda de amparo y formuló conceptos de violación en su contra, o porque se 
le dio a conocer durante el trámite del juicio de garantías, dando lugar a la 
oportunidad de ampliar el ocurso inicial en contra de la respuesta o a la promoción 
de un nuevo juicio de amparo, por lo que el acto reclamado en esta hipótesis será 
de naturaleza positiva, con la pretensión del quejoso de obligar a que la 
responsable emita una nueva contestación que sea congruente con lo pedido; y 3. 
De dar a conocer la respuesta recaída a la petición del gobernado en breve 
término, por lo que la promoción del juicio de garantías en este supuesto versará 
sobre un acto de naturaleza omisiva, con la pretensión de obligar a la responsable 
a que notifique en breve término la respuesta recaída a la petición que aduce 
desconocer el quejoso, con la posibilidad de que en el propio juicio de amparo el 
impetrante pueda ampliar la demanda inicial en su contra, o de ser conforme a sus 
intereses, promueva un diverso juicio constitucional en contra del fondo de lo 
respondido. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEXTO CIRCUITO. 

VI.1o.A. J/54 (9a.) 

Amparo en revisión 348/2011. Coordinador de la Delegación de la 
Coordinación Nacional del Programa de Desarrollo Humano 
Oportunidades en el Estado de Puebla. 28 de septiembre de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Cárdenas Ramírez. 
Secretario: Alejandro Andraca Carrera. 

Queja 68/2011. Unificación Vanguardista de Permisionarios Tlaxcala-
Puebla, S.A. de C.V. 19 de octubre de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Francisco Javier Cárdenas Ramírez. Secretario: Salvador 
Alejandro Lobato Rodríguez. 

Amparo en revisión 422/2011. Ingeniería Civil e Industrial de la Cortina, S.A. 
de C.V. 25 de noviembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: 
Francisco Javier Cárdenas Ramírez. Secretario: Salvador Alejandro 
Lobato Rodríguez. 

Amparo en revisión 429/2011. José Cuaya Cuaya. 25 de noviembre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Cárdenas 
Ramírez. Secretario: Alejandro Andraca Carrera. 

Amparo en revisión 21/2012. Corporativo Castillo & Aviña, S.C. 15 de 
febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier 
Cárdenas Ramírez. Secretaria: Angélica Torres Fuentes. 

 

PREDIAL. LAS TABLAS DE VALORES CATASTRALES UNITARIOS, BASE 
DEL IMPUESTO RELATIVO PARA EL MUNICIPIO DE TIJUANA, BAJA 
CALIFORNIA, PARA LOS EJERCICIOS FISCALES 2010 Y 2011, 
TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA.-Las tablas de 
valores catastrales unitarios del referido municipio contenidas en los decretos 
publicados en el periódico oficial de la entidad el 31 de diciembre de 2009 y 2010, 
respectivamente establecen la descripción del tipo de construcción adherida al 
suelo objeto del impuesto predial, de cuyo estudio se advierten cinco categorías 
básicas, a saber, habitacional, comercial, industrial, recreativo y equipamiento 
urbano; así como dos subclasificaciones, la primera atendiendo su calidad: 
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superior, mediana, económica, corriente y precaria; y la segunda, atendiendo su 
estado de conservación: excelente, bueno, regular, malo y pésimo. Sin embargo, 
los parámetros que debe observar la autoridad administrativa para clasificar 
determinada construcción atendiendo su calidad y estado de conservación no 
están establecidos en la norma, lo que genera incertidumbre e inseguridad jurídica 
al contribuyente, provocando que uno de los elementos de la contribución pueda 
elegirse discrecionalmente por la autoridad administrativa, lo que transgrede el 
principio de legalidad tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues se permite un 
margen de arbitrariedad a la autoridad para la determinación de la base gravable 
del impuesto. Lo anterior no implica que los contribuyentes dejen de pagar el 
impuesto predial sino que, atendiendo a que la violación constitucional se genera 
por la falta de certeza en cuanto a la base aplicable a un determinado tipo de 
construcción, el efecto de la declaratoria de inconstitucionalidad consistirá en que 
se aplique el monto de menor cuantía, señalado para la respectiva subclasificación 
de calidad y estado de conservación. 

2a./J. 17/2012 (10a.) 

Contradicción de tesis 486/2011. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Cuarto y Quinto, ambos del Décimo Quinto Circuito. 1o. de 
febrero de 2012. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Everardo Maya Arias. 

Tesis de jurisprudencia 17/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del ocho de febrero de dos mil 
doce. 

 

PRESCRIPCIÓN EN MATERIA MERCANTIL. EN OBLIGACIONES DE TRACTO 
SUCESIVO, EL CÓMPUTO DEL TÉRMINO PARA QUE OPERE INICIA A 
PARTIR DE QUE SE INCUMPLE CON ALGUNO DE LOS PAGOS 
CONVENIDOS.-De la interpretación de los artículos 1040 y 1047 del Código de 
Comercio vigente, se concluye que si bien es cierto que no prevén expresamente 
que el término de diez años para que opere la prescripción, debe iniciar a partir del 
incumplimiento de la obligación pactada, también lo es que debe establecerse que 
dicho término no puede empezar a computarse a partir de que se venza la última 
obligación de pago, ya que cuando se pactan obligaciones de tracto sucesivo el 
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cómputo del término para que opere la prescripción iniciará a partir de que se 
incumple con alguno de los pagos convenidos, como lo ha sostenido la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de 
tesis 121/2004-PS, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 18/2005, que aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXI, abril de 2005, página 501, de rubro: "PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 
HIPOTECARIA. EL PLAZO PARA QUE OPERE DEBE COMPUTARSE A PARTIR 
DE QUE SE INCUMPLE CON LA OBLIGACIÓN DEL CONTRATO PRINCIPAL Y 
NO DESDE EL VENCIMIENTO ANTICIPADO DEL PLAZO ORIGINALMENTE 
PACTADO EN EL MISMO (LEGISLACIONES FEDERAL Y DEL ESTADO DE 
JALISCO).", aunque dicho criterio no haya sido abordado a la luz de legislaciones 
de índole mercantil, sin embargo el tema planteado es el mismo que el de la 
especie, es decir, a partir de qué momento inicia el cómputo del término para que 
opere la prescripción tratándose de obligaciones de tracto sucesivo. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

VI.1o.C.152 C (9a.) 

Amparo directo 243/2011. Banco Mercantil del Norte, S.A., Institución de 
Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte. 16 de junio de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Rosa María Temblador Vidrio. 
Secretaria: Lidiette Gil Vargas. 

  

PRINCIPIO ONTOLÓGICO DE LA PRUEBA. SU APLICACIÓN EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.-El principio ontológico de la prueba -
conforme al cual lo ordinario se presume, mientras lo extraordinario se prueba- se 
fundamenta en la forma natural en que suceden las cosas. Así, quien afirma algo 
que está fuera de los acontecimientos naturales tiene en su contra el testimonio 
universal de las cosas y, por consecuencia, la carga de demostrar su aseveración, 
tal como lo ordena el artículo 83 del Código Federal de Procedimientos Civiles; por 
ello, cuando a la afirmación de un hecho de esta naturaleza se enfrenta la de uno 
extraordinario, la primera merece mayor credibilidad. En tal contexto, cuando en el 
juicio contencioso administrativo el particular acredita el inicio y fin del periodo con 
base en el cual considera que debe reconocérsele un derecho, deben presumirse 
demostrados también los lapsos intermedios de aquél, lo cual adopta la expresión 
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específica de que probados los extremos, los medios se presumen (probatis 
extremis, media censentur probata). 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE 
TRABAJO DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 

XI.1o.A.T.63 A (9a.) 

Amparo directo 317/2010. Mario Jiménez Pimentel. 21 de octubre de 2010. 
Unanimidad de votos. Ponente: Juan García Orozco. Secretario: 
Edgar Díaz Cortés. 

 

PRUEBA CONFESIONAL PARA HECHOS PROPIOS. SU DESECHAMIENTO 
CUANDO SE OFRECE A CARGO DE PERSONAS QUE SE DESEMPEÑAN 
COMO DIRECTIVOS, ADMINISTRADORES Y GERENTES DE LA EMPRESA O 
ESTABLECIMIENTO, Y A QUIENES EL ACTOR NO LES ATRIBUYÓ 
DIRECTAMENTE ALGÚN HECHO RELACIONADO CON EL DESPIDO, NO 
CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN PROCESAL.-El artículo 787 de la Ley Federal 
del Trabajo establece que las partes podrán solicitar que se cite a absolver 
posiciones personalmente a los directores, administradores, gerentes y, en 
general, a las personas que ejerzan funciones de dirección y administración en la 
empresa o establecimiento, cuando los hechos que originaron el conflicto les sean 
propios y se les hayan atribuido en la demanda o contestación. Ahora bien, si el 
actor ofreció la prueba confesional por posiciones a cargo de personas que se 
desempeñan como directivos, administradores y gerentes de la demandada sobre 
hechos propios, al referir en la demanda, que el despido lo efectuó una diversa, 
como el apoderado o el representante legal, quien le manifestó que por 
instrucciones de aquéllas, sus servicios no eran necesarios, no constituye 
violación procesal el desechamiento de tal probanza, en virtud de que de la 
interpretación del numeral invocado se concluye que la absolución de posiciones 
debe corresponder a la persona a quien, en forma directa, se imputó el hecho 
respectivo, y no a los absolventes propuestos, a quienes indirectamente se les 
vinculó con el despido. Así pues, el desechamiento de la prueba no deja en estado 
de indefensión al actor, toda vez que para acreditar su pretensión, éste tiene 
expedito su derecho de ofrecer la confesional por posiciones para hechos propios, 
a cargo de quien dijo haberlo despedido, supuesto que actualiza la hipótesis del 
citado precepto legal. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL 
CUARTO CIRCUITO. 

IV.3o.T. J/102 (9a.) 

Amparo directo 1199/2010. Pablo Valle Barajas. 6 de abril de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Daniel Cabello González. Secretario: 
Marco Tulio Morales Cavazos. 

Amparo directo 487/2011. Armando Gutiérrez Galván. 13 de octubre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Esparza Alfaro. 
Secretaria: Diana Elena Gutiérrez Garza. 

Amparo directo 516/2011. Leandro Villarreal Lozano. 30 de noviembre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Esparza Alfaro. 
Secretaria: Karla Medina Armendáiz. 

 

Amparo directo 606/2011. Roberto Núñez González. 7 de diciembre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Daniel Cabello González. 
Secretaria: Elvia Chávez Delgadillo. 

 

Amparo directo 775/2011. 18 de enero de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Guillermo Esparza Alfaro. Secretaria: Diana Elena Gutiérrez 
Garza. 

 

REVISIÓN FISCAL. EL JEFE DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLA, CUANDO 
SE DECLARA LA NULIDAD DE RESOLUCIONES EN MATERIA DE 
IMPUESTOS FEDERALES COORDINADOS, EN LOS CASOS EN QUE EL 
FISCO FEDERAL NO TUVO INTERVENCIÓN ALGUNA EN LA EMISIÓN DE 
ÉSTAS Y LAS FACULTADES FISCALES FEDERALES FUERON 
TRANSMITIDAS SIN RESTRICCIÓN MEDIANTE CONVENIO DE 
COLABORACIÓN O COORDINACIÓN FISCAL.-Si bien es cierto que dicho 
funcionario, conforme al artículo 3o., fracción II, inciso c) de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, es parte en los juicios en que se 
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controviertan resoluciones de autoridades federativas coordinadas, en términos de 
los convenios o acuerdos de coordinación fiscal, también es verdad que aquél 
fundamento resulta insuficiente para legitimar a dicha autoridad para defender en 
revisión fiscal la validez de actos de autoridades estatales que, si bien, se 
emitieron con base en convenios o acuerdos de coordinación fiscal, finalmente el 
fisco Federal no tuvo intervención alguna en su emisión. Lo anterior, deriva de la 
interpretación de los artículos 104, fracción III, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 87 de la Ley de Amparo y 63, anteantepenúltimo 
párrafo de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, de los que 
se desprende que las reglas para su resolución se sujetarán a lo previsto en la Ley 
Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales para la revisión en 
amparo indirecto, destacando que en el artículo 87 de la Ley de Amparo, se 
establece que las autoridades sólo pueden interponer la revisión para defender el 
acto que de cada una de ellas se hubiera reclamado; de ahí que, si el acto fue 
emitido sólo por autoridad estatal sin participación de la federal, no basta que 
dicho Jefe del Servicio de Administración Tributaria sea parte. Además, no debe 
perderse de vista que si el artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, se interpretara de tal manera que permita interponer 
la revisión en tales casos, a la autoridad estatal y a la federal que no intervino, 
prácticamente se convertiría a dicho fundamento secundario en una norma 
reguladora de una facultad concurrente, al admitir la actuación de autoridades 
estatales y federales, lo cual sería contrario al artículo 124 constitucional, en el 
que residualmente se distribuyen las competencias sobre la base que, por 
exclusión, lo no referido a la Federación se entiende conferido a los Estados y 
viceversa, produciéndose así un resultando interpretativo contrario a la propia 
Constitución, además de que una ley federal ordinaria como la de Procedimiento 
Contencioso Administrativo no podría considerase como sede normativa 
apropiada para instituir una facultad concurrente, aspecto excepcional que debe 
entenderse reservado a la Constitución. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 

II.3o.A.12 A (10a.) 

Revisión fiscal 251/2011. Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 14 
de octubre de 2011. Mayoría de votos. Disidente: Salvador González 
Baltierra. Ponente: Emmanuel G. Rosales Guerrero. Secretario: Martín 
R. Contreras Bernal. 
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REVISIÓN FISCAL. EN EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN 
DEBEN DESCONTARSE LOS DÍAS INHÁBILES APLICABLES AL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y LOS PERIODOS VACACIONALES DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, AUN 
CUANDO NO COINCIDAN CON LOS DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN.-La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en la jurisprudencia publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima 
Época, Volumen 6, Tercera Parte, página 128, de rubro: "REVISIÓN FISCAL, 
CÓMPUTO DEL TÉRMINO PARA LA INTERPOSICIÓN DE LA. VACACIONES.", 
analizó el contexto normativo correspondiente al recurso de revisión fiscal 
entonces vigente, y determinó que para computar el plazo para hacerlo valer 
debían descontarse, además de los días inhábiles, los del periodo de vacaciones 
del otrora Tribunal Fiscal de la Federación, independientemente de que éste 
coincidiera o no con alguno de los dos recesos anuales del Poder Judicial Federal. 
Por tanto, al ser aplicable actualmente dicho criterio, persisten las reglas 
señaladas en cuanto a los días inhábiles aplicables al juicio contencioso 
administrativo y los periodos vacacionales del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 

II.3o.A.5 A (10a.) 

Revisión fiscal 71/2011. Secretario de Hacienda y Crédito Público y otras. 6 
de octubre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Emmanuel G. 
Rosales Guerrero. Secretario: Martín R. Contreras Bernal. 

 

REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE DICHO RECURSO CONTRA 
SENTENCIAS RELATIVAS A CRÉDITOS FISCALES DETERMINADOS CON 
MOTIVO DEL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE MERCANCÍAS DE 
DIFÍCIL IDENTIFICACIÓN SEGUIDO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 152 DE 
LA LEY ADUANERA, SI SE INTERPONE CON FUNDAMENTO EN LA 
FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.-La Ley Aduanera, la de los impuestos 
generales de importación y exportación y los demás ordenamientos aplicables, 
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regulan la entrada y salida de mercancías al territorio nacional y el despacho 
aduanero; además, el ordenamiento primeramente citado señala qué personas 
están obligadas al cumplimiento de sus disposiciones por realizar tales 
actividades; de igual manera, la citada ley faculta a la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, a través de las autoridades aduaneras, para la comprobación, 
determinación y cobro de impuestos al comercio exterior y sus accesorios de 
carácter federal, otorgándoles atribuciones para tramitar y resolver los 
procedimientos aduaneros a que dé lugar la comprobación del cumplimiento de 
obligaciones fiscales en materia de comercio exterior. Por su parte, el objeto de la 
Ley de Comercio Exterior previsto en su artículo 1 consiste en regular y promover 
el comercio exterior, incrementar la competitividad de la economía nacional, 
propiciar el uso eficiente de los recursos productivos del país, integrar 
adecuadamente la economía mexicana con la internacional, defender la planta 
productiva de prácticas desleales del comercio internacional y contribuir a elevar el 
bienestar de la población; además, conforme a su artículo 4o. el Ejecutivo Federal 
está facultado para establecer medidas que regulen o restrinjan la circulación o 
tránsito de mercancías por el territorio nacional procedentes del exterior, mediante 
decretos emitidos conforme al artículo 131 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos o a través de acuerdos expedidos por la autoridad 
competente en la materia, publicados en el Diario Oficial de la Federación. 
Consecuentemente, el recurso de revisión fiscal es improcedente si se interpone 
con fundamento en la fracción V del artículo 63 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, contra sentencias relativas a créditos 
fiscales determinados por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público por 
conducto de las autoridades aduaneras, con motivo del procedimiento de 
verificación de mercancías de difícil identificación seguido en términos del artículo 
152 de la Ley Aduanera, al no tratarse de actos en materia de comercio exterior, 
sino del procedimiento que ésta prevé para el ingreso de mercancías al territorio 
nacional. 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

I.7o.A.8 A (10a.) 

Revisión fiscal 440/2011. Administrador Local Jurídico del Norte del Distrito 
Federal, en representación del Secretario de Hacienda y Crédito 
Público, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de la 
autoridad demandada, firma en suplencia por ausencia del primero la 
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Subadministradora. 24 de noviembre de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Valentín Omar 
González Méndez. 

 

SEGURO SOCIAL. NO ES NOTORIAMENTE IMPROCEDENTE LA DEMANDA 
DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDA CONTRA LA INMOVILIZACIÓN DEL 
REGISTRO PATRONAL ORDENADA POR EL INSTITUTO MEXICANO 
RELATIVO.-Si bien es cierto que en la jurisprudencia 2a./J. 134/2011, publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXXIV, septiembre de 2011, página 1511, de rubro: "SEGURO SOCIAL. EL 
INSTITUTO RELATIVO NO ES AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE 
AMPARO, AL RESOLVER EL RECURSO DE INCONFORMIDAD EN EL QUE SE 
RECLAMAN PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL, BASTANDO ESE 
MOTIVO PARA LA IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL.", se 
definió que el Instituto Mexicano del Seguro Social no es autoridad para los 
efectos del amparo al resolver recursos de inconformidad en los que se reclaman 
prestaciones de seguridad social por derechohabientes y beneficiarios, porque en 
estos casos  actúa en una relación de coordinación, tan es así que, de suscitarse 
controversia contra lo decidido en dicho recurso, ésta será resuelta por una Junta 
de Conciliación y Arbitraje, también lo es que ello no ocurre cuando se ordena la 
inmovilización del registro patronal sin que se acredite que este acto constituya 
una resolución emitida en materia de prestaciones de seguridad social frente a los 
asegurados y sus beneficiarios, pues interfiere en los derechos y obligaciones 
fiscales del patrón. Por tanto, la demanda de amparo indirecto promovida contra 
una determinación de esta naturaleza no es notoriamente improcedente, en 
términos del artículo 145 de la ley de la materia. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 

II.3o.A.6 A (10a.) 

Amparo en revisión (improcedencia) 240/2011. Autobuses México 
Zumpango y Anexas, S.A. de C.V. 6 de octubre de 2011. Unanimidad 
de votos. Ponente: Emmanuel G. Rosales Guerrero. Secretario: Martín 
R. Contreras Bernal. 
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SISTEMA DE AHORRO PARA EL RETIRO Y FONDO DE LA VIVIENDA. 
CUANDO SE CONDENA A UNA DEPENDENCIA PÚBLICA AL 
RECONOCIMIENTO DE LA RELACIÓN LABORAL, TAMBIÉN PROCEDE 
RETROACTIVAMENTE RESPECTO DE LAS APORTACIONES RELATIVAS A 
DICHOS FONDOS, AUN CUANDO NO HAYAN SIDO RECLAMADAS.-Conforme 
a la fracción XI del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en relación con los numerales 2o. a 4o., 6o., 10, 43, 
fracción VI, de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, y 1o. a 
6o., 16, 21, 22, 25, 90 Bis-A a 90 Bis-C de la Ley del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (abrogada), todo trabajador que 
preste su servicio físico o intelectual, o ambos, para una dependencia o entidad de 
la administración pública tiene derecho, entre otras prestaciones, a la de seguridad 
social en general; por ello, los titulares de las dependencias y entidades de la 
administración pública federal tienen la obligación de inscribir a sus trabajadores 
ante el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 
para que gocen de los diversos seguros que prevé el régimen obligatorio, entre 
ellos, el de accidentes y enfermedades profesionales, enfermedades no 
profesionales, maternidad, jubilación, invalidez, vejez y muerte; por lo que 
necesariamente deben remitir a dicho instituto una relación del personal sujeto al 
pago de cuotas y descuentos, así como enterarlas quincenalmente a dicho 
organismo. También tienen derecho a ser incorporados al Sistema de Ahorro para 
el Retiro y al fondo de la vivienda, y realizar las aportaciones correspondientes al 
referido instituto y a la institución de crédito autorizada por la Comisión Nacional 
del Sistema de Ahorro para el Retiro, en la cuenta individual abierta a su nombre, 
la cual se integra con dos subcuentas: la de ahorro para el retiro y la del fondo de 
la vivienda. Ahora bien, si el trabajador ejerce la acción de reconocimiento de la 
existencia de la relación laboral con determinada dependencia pública, y el 
Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje la tiene por reconocida; entonces, 
también debe condenarse retroactivamente a la demandada al pago de las citadas 
prestaciones de seguridad social, aun cuando no hayan sido reclamadas, por ser 
una consecuencia directa e inmediata de la referida acción de reconocimiento. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

I.3o.T. J/29 (9a.) 
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Amparo directo 8943/2006. María del Pilar Moreno Gloria. 25 de mayo de 
2006. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Arturo Mercado López. 
Secretario: Pedro Cruz Ramírez. 

Amparo directo 22883/2007. José Armando Acosta Rodríguez. 23 de enero 
de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Alicia Rodríguez Cruz. 
Secretaria: Enriqueta Soto Hernández. 

Amparo directo 1251/2008. Santiago Chávez Bárcenas. 9 de febrero de 
2009. Unanimidad de votos. Ponente: Tarsicio Aguilera Troncoso. 
Secretario: Francisco Javier Munguía Padilla. 

Amparo directo 1065/2009. Jefe Delegacional del Gobierno del Distrito 
Federal en Iztapalapa. 9 de diciembre de 2009. Unanimidad de votos. 
Ponente: Alicia Rodríguez Cruz. Secretaria: Luz María Vergel 
Velásquez. 

Amparo directo 890/2011. Marco David Guardiola Aguilar. 7 de diciembre 
de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Alicia Rodríguez Cruz. 
Secretaria: Luz María Vergel Velásquez. 

 

TIEMPO EXTRA. SI PARA ACREDITARLO EL TRABAJADOR OFRECE LA 
INSPECCIÓN OCULAR SOBRE DOCUMENTOS QUE EL PATRÓN TIENE LA 
OBLIGACIÓN DE CONSERVAR Y EXHIBIR EN JUICIO Y ÉSTE SE ABSTIENE 
DE PONERLOS A LA VISTA, LA PRESUNCIÓN DERIVADA DE ELLO ES 
EFICAZ PARA DEMOSTRARLO Y DESVIRTUAR LO INVEROSÍMIL DE SU 
RECLAMO.-Si el trabajador reclama el pago de tiempo extra y para acreditarlo 
ofrece la inspección ocular sobre los documentos que el patrón tiene la obligación 
de conservar y exhibir en juicio, en términos del artículo 804 de la Ley Federal del 
Trabajo, en cuyo desahogo el demandado se abstiene de ponerlos a la vista, ello 
origina que se tenga por cierta la jornada de trabajo que adujo el empleado; en 
ese supuesto no ha lugar a absolver del pago de horas extras por estimar que la 
jornada de labores aducida por el operario se funda en circunstancias 
inverosímiles por comprender muchas horas extras durante un lapso considerable 
que el común de las personas no podría desempeñar, ya que existe presunción 
legal en su favor, en el sentido de que laboró dentro del horario expresado. 
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DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO. 

I.13o.T.12 L (10a.) 

Amparo directo 1023/2011. Francis Elizabeth Torres Castro. 7 de noviembre 
de 2011. Unanimidad de votos; mayoría en cuanto al sentido y tema de 
la tesis. Disidente y Ponente: Héctor Landa Razo. Secretario: Pavich 
David Herrera Hernández. 

 

VALOR AGREGADO. LOS ARTÍCULOS 2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO B), 
SUBINCISO 1, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO Y 4 DE SU 
REGLAMENTO VIGENTES EN 2005, AL GRAVAR CON LA TASA DEL 15% AL 
YOGUR PARA BEBER, VIOLAN EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA.-
Conforme a la fracción I, inciso b), subinciso 1, del referido precepto legal, la tasa 
del 0% para calcular el impuesto al valor agregado se aplica a la enajenación de 
productos destinados a la alimentación en estado sólido o semisólido, 
exceptuando entre otros, conforme al artículo 4 del Reglamento de la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado, al yogur para beber. Ahora bien, dado que para 
determinar los productos que se encuentran en la categoría de "destinado a la 
alimentación", la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que tal 
aspecto no radica en su valor nutricional, sino en que sea destinado única y 
exclusivamente a la alimentación, no existen elementos objetivos y razonables 
para justificar que se grave al yogur para beber con la tasa del 15%, pues este alto 
tribunal se ha pronunciado en relación a que el yogur para beber es un producto 
"destinado a la alimentación". En consecuencia, los artículos 2o.-A, fracción I, 
inciso b), subinciso 1, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y 4 de su 
Reglamento vigentes en 2005, al prever una distinción con respecto a la 
enajenación de productos destinados a la alimentación, por el solo hecho de que 
se encuentren en estado sólido o semisólido, con respecto a aquéllos en estado 
líquido, transgreden el principio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

1a. XXX/2012 (10a.) 

Amparo directo en revisión 2508/2011. Ganaderos Productores de Leche 
Pura, S.A. de C.V. 1 de febrero de 2012. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente y Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo; en su ausencia hizo 
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suyo el asunto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Alejandro 
Castañón Ramírez.  
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